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plementario y, precisamente, para justificar la falta de
prueba al respecto.

5. Por todo lo expuesto, es -preciso concluir que la
negativa de la Audiencia, al carecer de la motivación
constitucionalmente exigible, ha vulnerado el derecho
de la entidad recurrente a la utilización de los medios
de prueba pertinentes (art. 24.2 C.E.) provocándole lá
indefensión que proscribe el apartado 1 del arto 24 de
la mis,ma Norma fundamental, tal como el recurrente ,
ha argumentado en este recurso de amparo, por lo que
procede acordar la retroacción de las actuaciones para
que la Audiencia Provincial de Lugo se pronuncie de
forma motivada sobre la procedencia o no de recibir
el pleito a prueba. Precisamente porque el régimen de
la prueba en los procesos civiles se rige por el principio
dispositivo, el principio de contradicción y la proscripción
constituciohal. de la indefensión cobran especial relevan­
cia. Como antes se ha,puesto de relieve, a los órganos
jurisdiccionales corresponde apreciar, en cada caso, la
pertinencia de la prueba propuesta y el cumplimiento •
de los requisitos legalmente establecidos, pudiendo des­
cartar la práctica de aquellas pruebas que resulten inne­
cesarias para la fundamentación de su decisión o que
no se hayan propuesto de acuerdo con Jo dispuesto en
las leyes. Pero, por idéntico motivo, deberán posibilitar
la práctica de todas aquellas otras prueoas propuestas
en tiempo y forma y de cuyo resultado pudiere derivarse
un pronunciamiento distinto y, en todo caso, deberán
motivar tempestiva y suficientemente la inadmisión. De
no actuar así, se quiebra el_ principio de contradicción
y la garantía de defensa que elart. 24 C.E. eleva al
rango de derecho fundamental.

FALLO

En atención a' todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN'
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por «Antonio Tiagonce
Maderas, S.A.», y, en consecuencia:

1.° Reconocer a la recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión y a utilizar los medios
de prueba pertinentes para su defensa que g!lrantizan
los apartados 1 y 2 del arto 24 C.E.

2.° Restablecerle en la integridad de su derecho fun­
damental yanular laSentencia de la Audiencia Provincial'
de Lugo de 1 de marzo de 1993, así como la providencia
del mismo órgano de 26 de noviembre de 1992 y el
Auto de 23 de diciembre de 1992 que la confirmó.

3.° Retrotraer las actuaciones al trámite de decisión
sobre la procedencia del recibimiento a'prUeba y la admi­
sión de la propuesta por la apelante, para que la Audien­
cia' Provincial de Lugo dicte una nueva resolución sufi­
cientemente motivada.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada' 'en Madrid, a once de septiembre. de mil nove­
cientos noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.

22472 Sala Segunda. Sentencia 132/1995, de 11
de septiembre de 1995. Recurso de amparo
923/1993. Contra Sentencia de la Sala Pri-'
mera del.Tribunal Supremo declarando haber
lugar al recurso de casación promovido contra
la dictada por la entonces Sala ,- Primera de
la Audiencia Territorial de Barcelona parcial­
mente estimatoria del recurso de apelación
interpuesto contra la del Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de esa Capital, en autos de
procedimiento incidental sobre protección del
derecho al honor, a la intimidad personal y
a la propia imagen. Supuesta vulneración del
derecho al honor: ejercicio legítimo del dere­
cho a la información.

La Sala Segunda del' Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando 'García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives

. Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE D~L REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso, de amparo núm. 923/93, promovido
por don Carlos Lorenzo Penalva de Vega representado
por la Procuradora de los Tribunales doña María Jesús
González Díez y asistido por el Letrado don Roser Ráfols
Vives, frente a la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal
Supremo, de 20 de febrero de 1993, en la que se declara
haber lugar ál recurso de casación (núm. 1.365/87) pro­
movido contra-la dictada por la entonces Sala Primera
de la Audie.ncia Territorial de Barcelona, de fecha 8 de
junio de 1987, parcialmente estimatoria del recurso de
apelación (rollo núm. 901/86) interpuesto contra la dic­
tada por el Juzgado' de Primera Instancia núm. 1 de
esa Capital, de fecha 15 de octubre de 1986, en autos
de procedimiento incidental sobre protección del dere­
cho al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen..
Han sido parte el Ministerio Fiscal y «Ediciones Primera
Plana, S.A.», representada por el Procurador de los Tri­
bunales don Eduardo Morales Price y asistida del Letrado
don Francisco Abellanet Guillot. Ha sido Ponente el
Magistrado don Julio Diego González Campos, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

. 1. Por escrito registrado en este Tribunal el 29 de
marzo de 1993, doña María Jesús González Díez, Pro­
curadora de los Tribunal_es y de don Carlos Lorenzo Penal­
va de Vega, interpone recurso de amparo frente a la
Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de
20 de febrero de 1993, en la que se declara haber lugar
al recurso de casación (núm. 1.365/87) promovido con­
tra la dictada por la entonces Sala Primera de la Audien­
ciaTerritorial de Barcelona, de fecha 8 de junio de 1987,
parcialmente estimatoria del recurso de apelación (rollo
núm. 901/86) interpuesto contra la dictada por el Juz­
gado de Primera Instancra núm. 1 de esa capital, de
fecna 15 de octubre de 1986, en autos de procedimiento
incidental sobre protección del derecho al honor, a la
intimidad personal y a la propia imagen.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, brevemente expuestos; los siguientes:

A)' En 1983 se inició contra el ahora recurrente -en­
tonces Magistrado titular del Juzgado de Primera Ins­
tancia núrt:l. 6 de Barcelona- un procedimiento penal
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por delito de cohecho que concluyó con Sentencia con­
denatoria. Durante la tramitación del procedimiento, el
diario «El Periódico de Catalunya» publicó varios artículos
en los que, a juicio del actor, se atentaba gravemente
contra su dereoho al honor, a la intimidad personal y
a la propia imagen, pues en uno de ellos (correspondiente
al núm. del 28 de mayo de 1983) se afirmaba, entre
otras cosas,'que el caso que era objeto del proceso penal
«se complica con prostitución, 'tráfico de drogas y divi­
sas» y, bajo el subtítulo «Madama de Lujo», se afirmaba
que «mantiene relaciones con su empleada.... ambos se
citaban en un apartamento de la calle del Barre, 38,...
propiedad de... implicada en negocios de prostitución»,
así como que «... nuevos delitos se suman al dossien>
y que <<la amistad entre la Madama y el Magistrado viene
de antiguo, y el Magistrado ha utilizado a la dama para
el tráfico de divisas y piedras preciosas». De otro lado,
el 10 de julio de 1984 se publicó, sin su autorización,
una fotografía del recurrente en una fiesta privada,obte­
nida con engaño y con la ~mica intención de mofarse"
como se deduce del pie con que se acompaña.

B) El demandante de art'lparo interpuso demanda
contra la empresa edito¡a del diario y otra.s personas
por atentado contra el derecho al honor, a la intimidad
personal y a la propia imagen. Tanto el Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 1 de Barcelona (Sentencia de 15
de octubre de 1986) como la entonces Sala Primera
de la Audiencia Territorial de esa Capital (Sentencia de
8 de junio de 1987) estimaron la falta de veracidad
de las imputaciones así como el engaño con el que se
obtuvo la fotografía. El Juzgado estimó parcialmente la
demanda y condenó a los demandados a indemnizar
al actor en la cantidad de 30.000.000 de pesetas; la
Audiencia Territorial rebajó la indemnización a
3.000.000 de pesetas. .

C) Los demandados interpusieron recurso de casa­
ción (núm. 1.365/87) ante el Tribunal Supremo, cuya
Sala Primera dictó Sentencia estimatoria, de 23 de febre­
ro de 1989, en la que se decretó la nulidad de todo
lo actuado por considerar que era preferente el orden
jurisdiccional penal sobre el civil, toda vez que, por tra-

. tarse de un Magistrado en el ejercicio de su función
jurisdiccional, las informaciones rebasaban el ámbito
estrictamente civil y podían constituir delito perseguible
de oficio.

D) Interpuesto recurso de amparo ante este Tribu­
nal, la Sala Segunda dictó Sentencia estimatoria de 16
de diciembre de 1991 (STC 241/1991,' recurso de
amparo núm. 604/89), en la que se anula la del Tribunal
Supremo «para que sea dictada otra», entendiendo que
resultaba contrario al art. 24. 1 C.E. impedir que el
recurrente optara por la vía jurisdiccional de su pre­
ferencia.

E) La Sala Primera del Tribunal Supremo dictó nueva
Sentencia de 20 de febrero de 1993, objeto del presente
recurso, en la que, apreciando la relevancia pública de
la información y su veracidad, anula la Sentencia de
apelación.

3. Fundamenta el recurrente su demanda en la
supuesta vulneración por la Sent~ncia del Tribunal Supre­
mo de los derechos fundamentales recogidos en los arts.
14, 18.1 y 24 C.E. Seg~n su alegato, la resolución recurri­
da se basa, sustancralmente, en que la condición de
Magistrado del recurrente hace. que todos sus actos,.
tanto en la esfera pública como en la privada, sean de
relevante interés para el público, y por lo tanto no sus­
ceptibles de ser protegidos por la Ley Orgánica 1/1982.
Tal argumentación la entiende completamente rechaza­
ble, incluso en casos como el presente, en el que, en
la fecha de las sucesivas informaciones publicadas, se

seguía contra él un procedimiento penal, pues de lo con­
trario se. estaría admitiendo que la mera apertura de
un procedimiento penal contra un funcionario público
haría imposible la invocación por éste de la Ley Orgánica
1/1982 en base a hechos distintos de los énjuiciados
penalmente. Su demanda de protección de su honor
y propia imagen se fundamentaba en la publicación de
acusaciones gravfsimas e inciertas relativas a tráfico de
drogas, divisas y piedras preciosas, y de prostitución,
además de la de una fotografía tomada en reunión pri­
vada en domicilio particular; por el contrario, en el suma­
rio se hace constante referencia al procedimiento por
cohecho entonces pendiente contra él, que nada tiene
que ver con el objeto de su demanda, y sin que sea
admisible que su delito pueda estar penado con más
penas que las dispuestas en el Código Penal, debiendo
ser respetada su intimidad personal y familiar.

Más en concreto,' alega el recurrente la existencia
de una triple vulneración de sus derechos: 1.a) de la
igualdad en la aplicación de la ley, por cuanto la fun­
damentación de la Sentencia recurrida lleva a la inad-

~misible conclusión de que los funcionarios públicos no
pueden gozar de la protección establecida en la Ley
Orgánica 1/1982 desde el momento en que se sigan
acusaciones penales frente a ellos; 2.8

) de su derecho
al honor, la intimidad personal y familiar y la propiaima­
gen, por cuanto en las informaciones que dieron lugar
al procedimiento civi'l se vertieron falsedades muy graves
y socialmente deleznables, publicando además una foto­
grafía privada con el único fin de burlarse de él, sin
que nada de ello tenga que~ ver con su condición de
funcionario, por lo que se afecta directamente a su ámbi­
to privado; 3.8

) de su derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión, por cuanto la Sentencia recurrida le priva
de la protección que en la vía civil le corresponde, como
ya hizo la Sentencia de 23 de febrero de 1989, pos­
teriormente anulada por la STC 241/1991. Concluye
su escrito con la súplica de que se decrete la nulidad
de la Sentencia recurrida y se reconozca expresamente
su. derecho a la aplicación de la Ley Orgánica 1/1982
y de los arts. 14, 18.1 y 24 C.E.

4. Por providencia de la Sección Cuarta de 19 de
julio de 1993, tras la subsanación de diversas carencias
documentales de la demanda puestas de manifiesto en
providencia de 15 de abril anterior, se acordó admitir

.a trámite la demanda de amparo, así como requerir aten­
tamentea la Sala Primera del Tribunal Supremo la remi­
siónde testimonio de la actuaciones, interesando al pro­
pio tiempo el emplazamiento de cuantos, con excepción
del solicitante de amparo, hubieran sido parte en el pro­
cedimiento judicial, para que pudieran comparecer en

. el presente proceso constitucional.

5. Por escrito registrado en este Tribunal con fecha
21 de septiembre de 1993, el Procurador de los Tri­
bunales don Eduardo Morales Price, en nombre y repre­
sentación de «Ediciones Primera Plana, S.A.», solicitó se
le tuviera por personado y parte en el presente proceso.
Por providencia de la Sección Tercera de 21 de octubre
de 1993, se accedió a esta solicitud y, a tenor de lo
dispuesto en el arto 52 LOTC, se acordó dar vista de
las actuaciones remitidas al Ministerio Fiscal y partes
personadas a fin de que, en el plazo de veinte días,
formularan cuantas alegaciones estimasen pertinentes.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 19 de
noviembre de 1993, la representación del recurrente
evacuó el trámite conferido, reiterando sustancialmente
las alegaciones ya formuladas en la demanda de amparo
y el suplico allí expresado.

7. Mediante escrito registrado en este Tribual el 11
de noviembre de 1993, la representación procesal de
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«Ediciones Primera Plana, S.A.» procedió igualmente a
formular alegaciones según el traslado conferido. En
ellas, comienza por señalar la ausencia en la demanda
de argumentos que apoyen las supuestas vulneraciones
de los arts. 14 y 24 e.E.,por lo que limita su análisis
a lo relativo al arto 18. 1. Respecto de él, entiende que
la Sentencia recurrida, se limita a aplicar la doctrina de
este Tribunal en los supuestos de conflicto entre los
derechos contenidps en el arto 18. 1 y la libertad de infor­
mación del art. 20. 1 d). e.E., en cuanto .a la necesaria
ponderación de los mismos según las concretas circuns­
tancias del supuesto. Particularmente señala el .acierto
de la Sentencia recurrida en cuanto a la prevalencia de
la comunicación libre, veraz -en el sentido de razonable
comprpbación -de la veracidad- y en asuntos de rele­
vancia pública, con cita de numerosas Sentencias de
este Tribunal (SSTC107/1988, 214/1991,85/1992,
219/1992, además d~las recogidas en la propia Sen­
tencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo) y la
del Tribunal Eur()peo de Derechos Humanos de a de
julio de 1986 (Caso Lingens), en cuanto a la importancia
del objeto de la información para fijar la preponderancia
de la libertad de información sobre el derecho al honor
cuando aquélla se ejerce sobre asuntos o personas públi­
cas. Por último, señala la exigencia de un desprecio teme­
rario de la verdad para que la información sobre cues­
tiones públicas·y que afecta a person~s públicas deba
ceder frente a la prete.nsión' del demandante, doctrina
que entiende, transferible incluso a informaciones que
afectan al ámbito privado de una persona pública, y que
en todo caso no se da en el presente supuesto. Por
todo ello, concluye suplicando se deniegu~ el' amparo
solicitado.

8.. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
23 de noviembre de 1993, el Ministerio Fiscal señala
la ausencia en las actuaciones del procedimiento seguido
en Primera Instancia, que entiende necesario para emitir
el informe solicitado. Por ello pide, de conformidad con
lo dispuesto en el art.. 88. 1 LOTC, que se recabe dicha
documentación, otorgándole nuevo,plazo para formular
alegaciones. A ello se provee con fecha 29 de noviemb¡e
siguiente para, por resolución de la Sección Tercera de
27 de enero de 1994, dar vista de las nuevas actuaciones
remitidas a las partes personadas por plazo común de
veinte días, para que el Ministerio Fiscal pueda evacuar
el trámite conferido en la providencia de 21 de octubre '
anterior y las demás parte~ personada completaran, si
lo estimaran oportuno, las alegaciones ya formuladas.

9. Por escrito registrado el 23 de febrero de' 1994,
el recurrente reproduce las alegaciones ya formuladas
con anterioridad. Mediante el registrado en este Tribunal
el 22 de febrero, la representación de «Ediciones Primera
Plana, S.A.» pasa a completar su escrito registrado el
11 de noviembre anterior, señalando que las actuaciones
remitidas corroboran ampliamente la razonable compro­
bación de la veracidad de la información publicada, que
lo fue además 'previamente en la revista «Cambio 16»
-a la que constantemente se hacía referencia .en la infor­
mación del diario <cEI Periódico de Catalunya))- y de la
que procedían las fotografías señaladas por el deman­
dante como invasoras de su intimidad. Asimismo rechaza
en este nuevo escrito las alegaciones del demandante
en cuanto a los arts~ 14 y 24 C.E. y concluye reiterando
su anterior suplico.

10. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, por
escrito registrado el 24 de febrero de 1994, comparece
en 'el presente proceso solicitando se deniegue el
amparo. '

A) Afirma, en primer lugar y por lo que se refiere
a la supuesta vulneración del arto 14 e.E., que de la

Sentencia recurrida no se deduce lo pretendido por el
recurrente. Es, dpctrina reiterada' que 'las personas que.
ostentan un cargo de notoriedad, ose ven involucradas, .
en asuntos de interés púbtico, han de soportar un mayor
riesgo de ataque.a los derechos de la personalidad que
se citan. Pero tal doctrina tiene carácter general, y no
se 'establece específicamente' p~ra los miembros de la
carrera judicial ni -menos aún- para el recurrente. No
se trata, pues, de una'discriminación ad personam, sin'o
de un criterio general en el que puede incluirse la situa­
ción del aquí recurrente en amparo•.

B) Asimismo, y por lo que se· refiere a la supuesta
quiebra del derecho él la tutela judicial efectiva sin inde­
fensión, alega el recurrente tal derecho por entender
que la resolución recurrida afirma que c<en ningún caso
puede (el demandante de' amparo) recurrir a la vía de
la Ley Orgánica 1/1982, porque los funcionarios, que
están sometidos a un proceso penal no tienen ese dere,:,
cho». Para el Ministerio Fiscal, por el. contrario, tal con­
clusión no se deduce en absoluto de la resolución del
Tribunal Supremo, ,rn que en el fondo exista otra cosa
que una discrepancia del recurrente con Ips:razonamiE1n­
tos del órgano jurisdiccional, que en nada implican quie­
bra de la tutela judicial efectiva. -

C) Más enjundia posée, a juicio del Ministerio Públi­
co, la aleg,ación relativa al derecho al honor. Entiende
el Fiscal que la Sala Primera del Tribunal Supremo efec­
túa en la resolución rt!currida u~ casuística ponderación
de los derechos fundamentales en conflicto que le ha
llevado a entender preponderante, en el caso; la libertad
de información, siendo ahora misión de este Tribunal
valorar si tal' ponderacion fue constitucionalmente ade­
cuada. En· este punto, y con cita de la STC 363/1993
que ampliamente recoge, y con ella de la numerosa juris-­
prudencia de este Tribunal atH citada, entiende que la
primera cuestión a dilucidar estriba en determinar si la
libertad de información se ha ejercido en el ámbito cons­
titucionalmente protegido y teniendo' en cuenta la posi­
ción prevalente -pero no' jerárquica~ de las libertades
de eXPfesión e información respecto al derecho al honor
dentro ce dicho ámbito, pues de ser positiva la respuesta
huelgan más consideraciones. Para ello, mediante dete­
nido examen de, la resolución del Tribunal Supremo,
resalta las notas de relevancia pública y de veracidad
de la información publicada, notas que, a juicio del Minis­
terio Fiscal evidencian no sqlo el hecho de la ponderación
en la Sentencia de los derechos en conflicto, sino la
adecuación constitucional de la misma, -al otorgarse pre­
valencia a la libertad de información tras afirmar yrazo­
nar que ésta' se refería a hechos de relevancia pública
y estaba debidamente contrastada.
. Por todo ello, el Fiscal concluye solicitando se dicte
Sentencia denegando el amparo, por no resultar del pro­
ceso la lesión de los derechos fundamentales que sirven
de apoyo a la demanda.

11. Por provid,encia de 7 de septiembre de 1995,
se señal~ para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 11 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Plantea uña vez ,más el presente recurso, como
cuestión fundamentaL la de enjuiciar· en -esta sede la
ponderación efectuada por los Tribunales ordinarios en
un supuesto de colisión entre la libertad de comunicar
información y el derecho al honor, intimidad y propia
imagen de quien es objeto de esa información. Pero
antes de entrar a enjuiciar este aspecto fundamental
de la demanda de amparo, conviene despejar -siquiera
brevemente, pues igualmente breve es la alegación del
recurrente sobre estos extremos-, las dudas por él plan-
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t~a~as a prop,ósito.derderecho a la tutela judicial efectiva
Sin Ind~fenslon y del derecho a la igualdad, pues ambos
los entiende vulnerados por la Sentencia de la Sala Pri­
mera del Tribunal Supremo aquí recurrida.

2. Así, en cuanto a la pretendida vulneración del
arto 24 C:E., plantea la demanda que la Sentencia de
la Sala Primera del Tribunal Supremo priva al recurrente
del acceso a la vía civil de protección de su derecho
al honor, la i,:,timidad y la propia imagen, prevista en
la ~ey Orgánica 1/1982; privación que, en el caso,
entiende causativa de indefensión. Nada más lejos sin
embargo, de la realidad. '

La resolución aquí enjuiciada, a diferencia de la Sen­
tencia del mismo órgano de 23 de febrero de 1989
dictada por la misma causa y entre -las mismas partes
y que f~e objeto de: l~ .STC 241/1991,enmodo alguno
se abstiene de enJuIciar las pretensiones sustanciales
de las partes omitiendo una resolución en cuanto al fon­
d<? del asunto.y remitiéndol!ls a otro tipo de procedi­
miento, como elJtonces.ocurriera, sino que, bien al con­
trario, resuelve apreciar uno de los -motivos de casación
dé fondo formulados de contrario y, por ello, declara
haber lugar al recurso, anula las Sentencias de instancia
y, en definitiva, desestima la pretensión indemnizatoria
d~l hoy recurrente de amparo. No hay aquí por tanto,
ni puede haberla con este (fontenido, ningún género ima­
ginable de indefensión, sino puro y simple rechazo -ade­
cua~amene motiva~o, co":'o luego veremos, y en apli­
cacl~n de la normativa aplicable- de la pretensión sus­
tancial del r~c~rrente, que con esta .alegación imputa
a la Sentencia Impugnada un contenido del que mani­
fiestamente carece y que más bien, parece pretender,
por está vía, replantear el asunto tal y como dio lugar
a nuestra STC 241/1991, cuando, precisamente, la Sen­
tenci~ ah.or~ enjuiciada se dicta como consecuencia y
en cumplimiento delJallo que entonces dispusimos. Que
el derecho a la tutela judicial efectiva y sin indefensión
no incluye, en absoluto, un pretendido derecho ala esti­
mación de las pretensiones sustanciales de cada parte
-lo .que es de suyo lógicamente imposible-, resulta tan
obvIo como, al parecer, necesitado de reiteración una
y otra vez en nuestra jurisprudencia.

3. ,No mejor suerte, ni más detenido análisis, merece
la segunda de las alegaciones, que versa sobre una pre­
tendida vulneración del a.rt. 1~ C.E~, producida, a t·UiciO
del recurrente, por la eXlgencl.a de que, en lo re ativo
a actos no ligados al ejercicio de la función pública,
los funcionarios públicos deban recibir idéntico trato al
otorgado al resto de los ciudadanos. Exigencia a su juicio
vulnerada, una vez más, por la imposibilidad de aplicar
a los funcionarios la defensa civil prevista en la Ley Orgá­
nica 1/1982.

Basta reproqucir ~sta alegación" del recurrente para
poder apreciar que esta queja carece de fundamento.
Une:- vez ~ás, se imputa a la Sentencia recurrida un con­
temdo cómpletamente ajeno a la misma, intentando de
nuevo ~eproducir los términos del proceso que dio lugar
a nuestra STC 241/1991 ~n la que, dicho sea de paso,
ya advertimos que la condición de autoridad del recurren­
te, como lY'aQi~trado y en esta calidad, constituye un
elemento Justificado y razonable de diferenciación en
cuanto al régimen procesal de la protección de su honor
fl:lndamen~o j~rídico 3.° a)-. La resolución aquíenjui:
ciada no Impide -en absoluto la protección del honor
la intimidad o propia imagen de los funcionarios públicos:
sino que' simplementé'c utiliza la circunstancia de ser el
hoy recurrente persónalidad pública (en el sentido tantas
veces recogido en nljestra jurisprudencia a partir de la
STC 165/1987) como un elemento más del juicio pon­
derativo que le lleva a estimar preponderante, en el caso,
~l derecho a comunicar libremente información de los

deman~ados en' el proces~ ,civil. En realidad, lo aquí
denunciado como vulneraclon del arto 14 no es sino
reiteT~ci~n .de la supue~ta vulneración del arto 24, y basa­
da en Identlco razonamiento, por lo que merece la misma

,suerte .desestima.toria. ,quec~n ante~ioridad expusimos;
pue.s ni en la leglsla<?lon aplicable, ni menos en su apli­
cación en la Sentencia recurrida, existe la discriminación
aquí denunciada.

,4. Reducido ya el ámbito del' presente recurso a
~u núcleo fundamental, se limita aquél a denunciar la
Inadecuada ponderación efectuada por el Tribunal Supre­
mo de los derechos fl;Jndamentales en juego en el pre­
sente supuesto: el honor y la propia imagen del recurren­
te, de una parte, y la libre comunicación de información
de los de:mandad<?~ en el proceso civil, de otra, pues
pese al siempre dificultoso deslinde entre esta libertad
y la más genérica de. expresión recogida en el art. 20.1
a) C.E., parece indubitado que lo publicado se limita a
exponer. hechos relativos a la conducta y carácter de
un Magistrado envuelto en determinado procedimiento
penal, y n~, ,:"ás ampliamente, a expresar pensamientos,.
Ideas u oplnl(;)nes de los demandados en el proceso civil

- (SSTC 6/1988, 123/199~, 136/1994 y 78/1995,
entre otras). _ _

Para su re~olución, y sin necesidad de exponer en
todo~ sus perfll.es nuestra _reiterada jurisprudencia sobre
lé!s clrcu~stanclas a consi~er~r en tal juici.o ponderativo,
S! c.onvlene recordar, siquiera' resumidamente, las
sl.gule:ntes p~utas esenciales: 1.8

) Tanto la libre comu­
nicaCión _de Infor~ación ~9~0, la libertad de expresión,
ocypan una espeC1al poslclon en nuestro ordenamiento
en razón ,de su dobl~ .c;arácter de. liber~ad individual y
de:: g~ran~la ~e la pOSibilidad de eXistencia de la opinión
publl.ca, Indlsoluble,mente unida al pluralismo político
propio del Estado democrático (SSTC 104/1986 y
78/19~5, entre otras muchas); 2.8

) Tratándose, más
específicamente, de la libertad de información su correc­
to ejercicio exige que verse sobre hechos de trascen­
~encia ~blica,.e:n el sentido de. noticiables, y que la
InformaGlon faCIlitada sea veraz. Reuniendo tales con­
diciones, su ejercicio, en estos casos, prevalece sobre
el derecho al honor de los afectados por la información
en tanto en cuanto ésta se encuentra en la base d~
una sociedad democrática (SSTC 178/1993, 41/1994

. y 320/1994, entre~asmás recientes); 3.8
) Entre los ele­

mentos a tener en cuenta en la valoración de la tras­
c~ndencia p~blica de los.hechos divulgados cobran espe­
Cial ~elevancla la materia de la información, su interés
p.~bl!co y. su con~ribución a la formación de una opinión
publ~~a libre. aSI como la persona objeto de la infor­
maClon, I?uesto que las personalidades públicas, que ejer­
cen funCiones públicas o resultan implicadas en asuntos
~e reteva,:,cia pú~lica deben soportar un cierto mayor
nesgo de inferenCia de sus derechos de la personalidad
que las personas privadas, y el medio de información
en particular su difusión por un medio de comunicació~
social (SSTC 107/1988, 105/1990, 171/1990,
172/.1990 y.1,5/1993, entre otras); 4.8

) La veracidad
de la InformaclC?n no debe c0!lfun~irsecon una exigencia
de concordanCia con la realidad Incontrovertible de los
hechos, sino de una diligente búsqueda de la verdad
que asegure la seriedad del esfuerzo informativo (SSTC
219/1992 y 41/1994, entre otras muchas).

5. La lectura de, la Sentencia recurrida evidencia
-partiendo de los hechos en ella afirmados, como impo­
ne el.~rt. 44.1 b) de: !luestra Ley Orgánica-, que las
condiCiones de eJercIcIo de la libertad de información
que acabamos de exponer, concurren en el presente
caso, como con razón destacan las alegaciones del Minis­
terio Público.
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En ella se enjuicia el supuesto de la publicación,
durante el curso de un procedimiento penal seguido con­
tra el hoy recurrente por delito de cohecho (concluido
con .Sentencia condenatoria firme), de ciertas informa­
ciones referidas al procesado--y no exactamente conec­
tadas .con los hechos objeto del. procedimiento penal­
que el actor eS,timó atentatorias' contra su honor, inti- ­
midad y propia imagen. Las Sentencias de instancia ­
entendieron que tales informaciones vulneraban los dere­
chos reconocidos al demandante en el art 18.1' C.E.,
sin qué. pudieran cobijárse .en el derecho establecido
eh el arto 20.1 d) C:E., pues, aun cuando los hechos
noticiados eran relevantes., las informaciones «resultan,
en ocasiones, no totalmente adecuadas a la verdach) pues
«si bien es 'cierta la existencia del expediente oinfor­
macióncontra el (demandante) por la remisión de anó­
nimos a Magistrado~ de Palma' de Mallorca e incluso
las huellas digitales encontradas en uno de ellos, no
se halla suficientemente contrastado que fue obligado
a pedir la excedencia como actitud de confabulación
y que aun también siendo cierta resultaba plena de dra­
matismo superfluo» (fundamento de Derecho 7º de la
Sentencia de apelación). En esencia, y para el Tribunal
de apelación, el hecho de que las informacion-es publi­
cadas no se refirieran estrictamente a los hechos que
dieron lugar al procedimiento penal, así como la circuns­
tancia de que no fueran,. en ocasiones, «totalmente ade­
cuadas ala verdad», exigía tener por ilegítimas las intro­
misiones en el honor del recurrente. Por el contrario,
en la Sentencia del Tribunal Supremo, ahora impugnada,
el .razonamiento que lleva a -la desestimación de la
demanda parte precisamente de resaltar el carácter
público de la persona objeto de la información, las rela­
ciones que mantenía con ciertas personas y el dudoso
ambiente en que éstas se movían, y la trascendencia
igualmente pública de los hechos relatados, manejando'
además un concepto de veracidad' que es justamente
el establecido en nuestra jurisprudencia, como acaba­
mos de exponer.

,Este último' planteamiento responde adecuadamente
a los 'elementos que, como vimos, deben ser objeto de
ponderación en el juicio que nos ocupa. Que un Magis­
trado, titular de un poder del Estado y que se ve sometido
a enjuiciamiento penal -y con posterióridad condena­
do- por delito cometido en el ejerciqio de su función
como tal, es personaje público a efectos de ponderar
este dato en un supuesto de colisión ent~e los derechos
a la información y al honor, no parec'e dudoso; que
poseen indudable interés público las circunstancias que
rodean los graves hechos que dieron lugar a ese enjui­
ciamiento, tampoco; y que la información aparecida en
el medio de comuniéación social demandado es veraz,
en el sentido de diligente 'búsqueda de .la realidad infor­
mada y de un serio esfuerzo' informativo -en este caso
compartido con otros vários medios de comunicación-,
aparece igualmente claro .en el fundamento de Derecho
52 de la Sentencia del Tribunal Supremo. Todo eUo evi­
dencia que la resoludón impugnada utilizó en su juicio
ponderativo las circunstancias que este Tribunal tiene
reiteradamente establecidas, de modo que el resultado
de ese juicio es plenamente concorde con el valor pre­
ponderante que, precrsamente porque se reúnen estas
circunstancias, debe predicarse aquí de la libertad de
información. El que parte de las informaciones publica­
das se refieran a extremos ajenos al procedimiento penal
seguido contra el aquí- recurrente y que tampoco puedan
estimarse como absolutamente ciertas, no es obstáculo
a que queden amparadas por la libertad de información
cuando, comoaqui ocurre, afectan a "personalidad públi­
ca, en asunto de público interés, y, como afirma el Tri­
bunal Supremo, han sido obtenidas por el medio de
comunicación usando las fueRtes informativas a su alcan-

ce y reuniendo las condiciones necesarias para poder
ser, estimadas como veraces, siguiendo así la doctrina
de este mismo Tribunal.

'6. No mejor suerte merece la alegación del recurren­
te relativa a la supuesta lesión.de su derecho a la propia
imagen que se derivaría de la publicación el 10 de julio
de 1984, de una fotografía en la que se le· observa en
compañía de otro Magistrado -también objeto de enjui­
ciamiento penal por los mismos hechos que el hoy
recurrente-, con ocasión de una reunión privada, y sin
que diera en absoluto su consentimiento ala difusión

.pública de la misma.
La fotografía en cuestión -ac()mpañada de un pie

de foto en el que literalmente se 'afirma: «J.G.L. (el <;>tro
Magistrado) y Carlos Lorenzo Penalva de Vega, en pose
amistosa tras una fiesta campera desarrollada en la plaza
de toros' privada del primero de los Jueces»- apareció
publicada en «Cambio. 16» y se inscribe en una infor­
mación más amplia -bajo el titular «El Supremo procesa
a dos Jueces por süpuesto cobro ,de "favores"»- en la
que se da cuenta del procesamiento de ambos Magis­
trados por Auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo
del día anterior, recogiendo sustancialmente el contenido
de dicho Auto. No parece, en este contexto, que la refe­
rida fotografía pueda desvincularse de. la totalidad de
la información, entre cuyos propósitos no es ilógico
deducir que se encontraba el de transmitir -e incluso
acentuar- la estr,echa amistad existente entre los dos
Magistrados sujetos a procesamiento por un mismo com­
portamiento delictivo, amistad, o estrecha relación si se
prefiere, que no es .descabellado colegir que. resultaba
altamente favorecedora, por lo menos, de los hechos
que dieron lugar al procesamiento de ambos. La imagen
difundida ~que se toma de otro medio de, comunicación,
por lo que. la posible irregularidad de su captación le
sería imputable a. este otro· medio-, es por lo demás
altamente inocua, sin que en ella se advierta intención
insultante o propósito de mofa, ni en ella ni en el breve
texto que le sirve de pie.

Así englobada en la totalidad de la información -cri­
terio también utilizado por la Sentenci~ de la Sala Primera
.del Tribunal Supremo, fundamento de Derecho 6.°_, no
es dudoso que participa de las mismas características

. de aquélla, y que no puede ser objeto, de juicio dife­
renciado del que en general merecen los datos puestos
en conocimiento público por el medio de comunicación
codemandado en el proceso civil: información referida
a persona pública, en asunto de evidente interés general
y veraz. Otra cosa sería tanto como afirmar que sólo
la l'ibertad de comunicar información por medio de pala­
bras -escritas u oralmente vertidas- se encuentra cons~

titucionalmente protegida, o al menos, que la libertad
de información escrita posee un régimen distinto y pri­
vilegiado a la que se· comunica por m~io de la imagen
gráfica. No es por ello procedente que demos a la publi­
cación de la fotografía. un tratami8f'lto' distinto al que
merece el conjunto de la información, ni que reiteremos
la razón de que, inscribiéndose en ,el ámbito constitu­
cionalmente protegido dela libertad de información, ésta
deba prevalecer, en el caso, tambiél'} sobre el derecho
a la propia imagen del recurrente.

7. Todo ello evidencia que la resolución recurrida
-que en los fundamentos de Derecho 3.° y 4.° se preoo:
cupa además de recoger la jurisprudencia constitucional
al respecto-, es plenamente adecuada a los criterios
que antes ,expusimos. Los derechos fundamentales del
recurrente no padecieron con la Sentencia ,que enjui­
cia,mos. De un lado, porque no es cierto que en ella
se niegue a los funcionarios públicos el derecho al honor,
la intimidad y la propia imagen; simplemente afirma que,
ponderadas las circunstancias del caso y habida cuenta
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de la relevancia pública de la información ~ada la pro­
fesión' del demandante y su procesamiento penal- y
de la veracidad de la misma, el derecho delart. 18.1
C.E. debía supeditarse al reconocido en el art. 20.1 d)
C.E. De otro, porque tampoco es Cierto que las infor­
maciones fueran irrelevantes e inveraces; lo primero que­
da claro en la Sentencia recurrida; también lo segundo,
pues el Tribunal Supremo ha tenido por probada la vera­
cidad' de las informaciones, desdeñando determinadas
imprecisiones de carácter técnico-jurídico y ajustándose,
con ello, al concepto jurisprudencial de «veracidad»
como constatación diligente de la realidad de loinfor­
mado y no como necesaria adecuación, en todos sus
extremos, a la verdad objetiva del hecho noticiado. La
Sentencia recurrida ha acertado en su ponderación, apli­
cando correctamente los criterios sentados por este Tri­
bunal en su ya abundante y matizada jurisprudencia;

_ parella, la alegación det recurrente relativa a la pre­
tendida quiebra desu derecho al· honor, intimidad y pro­
pia imagen debe ser también desestimada.

FALLO

En atención a todo lo' expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, .

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo, interpues­
to por don Carlos Lorenzo Penalva de Vega.

Publíqueseesta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)),

Dada en Madrid a ,once de septiembre de mil nove­
cientos noventa y cinco.-:-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mony González Regueral.~~afael de. Mendi­
zábal .. Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás. S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados. .

22473 Sala Segunda. Sentencia 133/1995, de 25
de septiembre de 1995. Recurso de amparo
2.588/1991. Contra Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo que desestima
recurso de casación contra Sentencia conde­
natoria de la Audiencia Provincial de Sevilla
recaída encausa sobre delito'de receptación.
Supuesta .vulneración, entre o1(os, del dere­
choa un juicio con todas las garantías: valo­
ración ,de la prueba de cargo conforme a las
exige1'lcias cons.titucionales.

La Sala SegLm'cra del Tribunal Constit,ucional, com­
puesta por don Jos~.Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González- Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.588/91, iinterpu~stó
por don Jaime GonzáJez García, a. quien representa la
Procuradora de los Tribunales. qoña María Rodríguez
Puyol y asiste el Abogado don Alfonso Serrano Gómez,

contra la Sentencia que la Sala Segunda del Tribunal
Supremo dictó el 16 de octubre de 1991, en causa
sobre delito de receptación. Ha.comparecido el Minis­
terio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Rafael
de Mendizábal Allende, quien expresa el parecer de la
Sala.

l. Antecedentes

1. Don Jaime González García, en escrito registrado
el 20 de diciembre de 1991, interpuso el recurso de
amparo de que se hace mérito en el encabezamiento
y en él se nos dice que, con ocasión de un registro
practicado en su 'domicilio, fueron halladas numerosas
joyas.e instrumentos para fundir metales. A consecuen­
cia de ello, el Juez de Instrucción núm. 2 de Dos Her­
manas instruyó el sumario 2/85 en el que fue procesado.
La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla
vio la causa y, el 8 de octubre' de 1988, pronunció Sen­
tencia condenándole como autor de un delito de recep­
tación tipificado en el art.546 bis a) del Código Penal, .
con la concurrencia de la circunstancia agravante de
habitualidad, a las penas de siete años de prisión mayor,
accesorias y multa de un millón de pesetas, con arresto
'sustitutorio en c'aso de i'mpago, así como al abono de
las costas ya la restitución a sus legítimos propietarios
de algunas de las.joyas intervenidas. El condenado inter­
puso contra ella recurso de casación que, una vez admi­
tido, fundamentó en nueve motivos, en uno de los cuales
denunció infracción de su derecho a la presunción de
inocencia. La Sala Segunda del Tribunal Supremo, en
Sentencia de 16 de octubre de 1991, desestimó tal moti­
vo, argumentando que el Tribunal «a qua» había fundado
su pronunciamiento condenatorio con base en la prueba
indiciaria practicada que, debidámenterazónada, cons­
tituía prueba de cargo bastante para destruir aquel1a pre­
sunción y que las irregularidades denunciadás en la prác­
tica del registro domiciliario no invalidan la prueba debi­
do a que en dicha práctica no se había producido vul­
neración de derecho fundamental alguno.

En la demanda de'amparo ·se invocan como infrin- .
gidos los arts. 24.2 y 14 de la Constitución. El primero
en Cuanto reconoce los derechos a la pres.unción de
inocencia, a un proceso con todas las garantías y a utilizar
los medios de prueba pertinentes y el segundo en la
medida en que consagra el derecho a la igualdad en
la aplicación de la ley. El derecho a la presunción de
inocencia resulta vulnerado porque la Audiencia Provin­
cial basó su condena en unos indicios que no son tales.
El hecho de que las joyas ocupadas fueran numerosas
no tiene valor de indicio, ya que se aportaron facturas
de propiedad de alguna de ellas, otras pertenecían a
personas de su familia y, en f.n, declararon como testigos
joyeros y personas que le vendieron otras. Tampoco la
ocupación de aparatos propios de especialistas en joyas.
supone un indicio, pues reconoció su pertenencia y así
lo confirmó el joyero que se los vendió. De otrolado,
los indicios no prueban que se haya cometido un delito
de receptac'ión pues no obtuvo aprovechamiento alguno
de la compra de las joyas sustraídas, habiendo pagado
incluso un precio superior al de· su· tasación pericial y,
por ello, no existe el «precio vil)) que. presupone el apro­
vechamiento por parte del sujeto activo. Tampoco se
da la habitualidad que recoge·la Sentencia de la Audien­
cia Provincial y que justifica un pena superior, porque,
según afirma la jurisprudencia del Tribunal Supremo, se
precisa la comisión de, al· menos, tres delitos de recep­
tación para que se deduzca tal habitualidad, siendo así
que no se ha justificado en el curso del proceso que
los pendientes ocupados y el reloj marca «Rolex)~ inter­
venido (según los hechos probados) constituyan sendos
delitos de receptación.


